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Asunto:   Radicación: 16-463888- -1 
Trámite: 113 
Evento: 0 
Actuación: 440 
Folios: 1 

Respetado(a) Señor (a): 

[Datos personales eliminados. Ley 1266 de 2008; Ley 1581 de 2012] 

Reciba cordial saludo. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 28 de la Ley 1755 de 2015, “por medio 
de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, 
fundamento jurídico sobre el cual se funda la consulta objeto de la solicitud, procede 
la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO a emitir un 
pronunciamiento, en los términos que a continuación se pasan a exponer:  
 

1. CUESTIÓN PREVIA  
 
Reviste de gran importancia precisar en primer lugar que la SUPERINTENDENCIA 
DE INDUSTRIA Y COMERCIO a través de su Oficina Asesora Jurídica no le asiste 
la facultad de dirimir situaciones de carácter particular, debido a que, una lectura en 
tal sentido, implicaría la flagrante vulneración del debido proceso como garantía 
constitucional. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido en la Sentencia C-542 de 2005: 
 

“Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un 
derecho de petición de consulta no constituyen interpretaciones 
autorizadas de la ley o de un acto administrativo. No pueden 
reemplazar un acto administrativo. Dada la naturaleza misma de 
los conceptos, ellos se equiparan a opiniones, a consejos, a pautas 
de acción, a puntos de vista, a recomendaciones que emite la 
administración pero que dejan al administrado en libertad para 
seguirlos o no”. 

 



 

 

Ahora bien, una vez realizadas las anteriores precisiones, se suministrarán las 
herramientas de información y elementos conceptuales necesarios que le permitan 
absolver las inquietudes por usted manifestadas, como sigue: 
 
 
 
 

2. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
EN MATERIA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

 
De acuerdo con el Decreto 4886 de 2011, la Superintendencia de Industria y 
Comercio en materia de protección al consumidor cuenta con las siguientes 
funciones: 

 
- Velar por el cumplimiento de las normas sobre protección al consumidor, en 

particular, las contenidas en la Ley 1480 de 2011 y las demás que regulan 
los temas concernientes a la calidad, la idoneidad y las garantías de los 
bienes y servicios, así como por la verificación de la responsabilidad por el 
incumplimiento de las normas sobre información veraz y suficiente e 
indicación pública de precios, fijar términos de garantía, entre otras. 
 

- Vigilar, en los términos establecidos en la ley, la observancia de las 
disposiciones sobre protección a suscriptores, usuarios y consumidores de 
los servicios de telecomunicaciones. 

 
- Velar por el cumplimiento de los reglamentos técnicos sometidos a su 

vigilancia y control. 

 
- Vigilar a los operadores y fuentes de información financiera, crediticia, 

comercial y de servicios y la proveniente de terceros países con idéntica 
naturaleza, conforme a la ley de Habeas Data (Ley 1266 de 2008). 

 
- En facultades jurisdiccionales puede conocer y decidir los asuntos de 

protección del consumidor contenidos en el Art. 145 de la Ley 446 de 1998. 
 
 

A continuación resolveremos los interrogantes de su consulta con fecha de 23 de 
diciembre de 2016 en los siguientes términos: 
 
Primer interrogante 
 
“El artículo 16 de la ley 1480 de 2011, dispone: “1. Fuerza mayor o caso fortuito 
“pregunto, legalmente quién lo establece en el evento que existan dudas sobre 
los sucesos para invocarlos y así de esta manera exonerar al proveedor por 
hechos de fuerza mayor y caso fortuito?, será la Superintendencia de Industria y 
Comercio?, o la competencia es de un Juez de la Republica?”. 



 

 

 
Respuesta: 
 
La Ley 1480 de 2011, llamado Estatuto de Protección del Consumidor, regula, entre 
otros aspectos, las materias relacionadas con la idoneidad, la calidad y las garantías 
de los productos y servicios, en general, y la responsabilidad de sus productores, 
expendedores y proveedores frente a las mismas. 
 
El artículo 5 de la citada Ley 1480 define garantía como la “[o]bligación temporal, 
solidaria a cargo del productor y el proveedor, de responder por el buen estado del 
producto y la conformidad del mismo con las condiciones de idoneidad, calidad y 
seguridad legalmente exigibles o las ofrecidas. La garantía legal no tendrá 
contraprestación adicional al precio del producto”.  
 
De acuerdo con el artículo 7, la garantía legal es: 
 

“Es la obligación, en los términos de esta ley, a cargo de todo 
productor y/o proveedor de responder por la calidad, idoneidad, 
seguridad y el buen estado y funcionamiento de los productos.  
 
“En la prestación de servicios en el que el prestador tiene una 
obligación de medio, la garantía está dada, no por el resultado, sino 
por las condiciones de calidad en la prestación del servicio, según 
las condiciones establecidas en normas de carácter obligatorio, en 
las ofrecidas o en las ordinarias y habituales del mercado.” 1 

 
Siempre que se presenten fallas o daños relacionados con las condiciones de 
calidad,  idoneidad y seguridad, las cuales deben estar garantizadas, en relación 
con los productos (bienes o servicios) adquiridos, el consumidor afectado podrá 
solicitar directamente ante el proveedor o distribuidor o ante el productor del bien o 
servicio respectivo la efectividad de la garantía correspondiente, esto es, que se 
cumplan las condiciones de calidad e idoneidad ofrecidas por el productor, 
distribuidor o expendedor, al proponer la prestación del servicio o la adquisición del 
bien. 
 
La Ley 1480 de 2011, en su artículo 56 establece distintas acciones jurisdiccionales 
que pueden ser ejercidas por los consumidores ante el incumplimiento de las 
normas contenidas en dicha norma, entre ellas, se encuentran:  
 

- Acciones populares o de grupo previstas en la Ley 472 de 1998, ante la 
jurisdicción ordinaria o contencioso administrativa según el caso,  

- Acción de responsabilidad por producto defectuoso, ante la jurisdicción 
ordinaria,  
 

- Acción jurisdiccional de protección al consumidor 

                                                           
1 Ley 1480 de 2011, artículo 7. 



 

 

 
El citado artículo 56 establece: 
 

“ARTÍCULO 56. ACCIONES JURISDICCIONALES. Sin perjuicio de 
otras formas de protección, las acciones jurisdiccionales de 
protección al consumidor son:  
 
1. Las populares y de grupo reguladas en la Ley 472 de 1998 y las 
que la modifiquen sustituyan o aclaren.  
 
2. Las de responsabilidad por daños por producto defectuoso, 
definidas en esta ley, que se adelantarán ante la jurisdicción 
ordinaria.  
 
3. La acción de protección al consumidor, mediante la cual se 
decidirán los asuntos contenciosos que tengan como fundamento 
la vulneración de los derechos del consumidor por la violación 
directa de las normas sobre protección a consumidores y usuarios, 
los originados en la aplicación de las normas de protección 
contractual contenidas en esta ley y en normas especiales de 
protección a consumidores y usuarios; los orientados a lograr que 
se haga efectiva una garantía; los encaminados a obtener la 
reparación de los daños causados a los bienes en la prestación de 
servicios contemplados en el artículo 19 de esta ley o por 
información o publicidad engañosa, independientemente del sector 
de la economía en que se hayan vulnerado los derechos del 
consumidor.  
 
(…) 

 
“En las acciones a las que se refiere este artículo se deberán aplicar 
las reglas de responsabilidad establecidas en la presente ley.” 
 
(Subrayas fuera de texto) 

 
En relación con las que se pueden adelantar ante esta Superintendencia tenemos 
que, de conformidad con la Ley 1480 de 2011(Estatuto del Consumidor) y el Decreto 
4886 de 2011 la Entidad, en ejercicio de sus facultades jurisdiccionales, es 
competente para adelantar la acción de protección al consumidor en los siguientes 
eventos: 
 

a) los orientados a lograr que se haga efectiva una garantía;  
b) los que tengan como fundamento la vulneración de los derechos del 

consumidor por la violación directa de las normas sobre protección a 
consumidores y usuarios;  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1998/ley_0472_1998.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2011/ley_1480_2011.html#19


 

 

c) los originados en la aplicación de las normas de protección contractual 
contenidas en esta ley y en normas especiales de protección a consumidores 
y usuarios;  

d) los encaminados a obtener la reparación de los daños causados a los bienes 
en la prestación de servicios que supongan la entrega de un bien o por 
información o publicidad engañosa, independientemente del sector de la 
economía en que se hayan vulnerado los derechos del consumidor. 

 
La competencia para conocer de los asuntos jurisdiccionales de protección al 
consumidor es a prevención, es decir, no es una competencia exclusiva de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, toda vez que para conocer de estos 
asuntos también son competentes los jueces civiles, tanto municipales como del 
circuito, de acuerdo con las normas sobre competencia contenidas en el Código de 
Procedimiento Civil. La competencia a prevención implica que el demandante tiene 
la posibilidad de escoger el Juez competente, es decir, puede escoger entre 
promover la demanda ante la Superintendencia de Industria y Comercio o hacerlo 
ante los Jueces Civiles.   
 
Ahora bien, el artículo 16 de la Ley 1480 de 2011 señala las excepciones de 
exoneración de responsabilidad de la garantía así: 

"ARTÍCULO 16. EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LA 
GARANTÍA. El productor o proveedor se exonerará de la 
responsabilidad que se deriva de la garantía, cuando demuestre 
que el defecto proviene de: 

1. Fuerza mayor o caso fortuito; 

2. El hecho de un tercero; 

3. El uso indebido del bien por parte del consumidor, y 

4. Que el consumidor no atendió las instrucciones de instalación, 
uso o mantenimiento indicadas en el manual del producto y en la 
garantía. El contenido del manual de instrucciones deberá estar 
acorde con la complejidad del producto. Esta causal no podrá ser 
alegada si no se ha suministrado manual de instrucciones de 
instalación, uso o mantenimiento en idioma castellano. 

PARÁGRAFO. En todo caso el productor o expendedor que alegue 
la causal de exoneración deberá demostrar el nexo causal entre 
esta y el defecto del bien”. 

Respecto a la excepción de fuerza mayor y caso fortuito es preciso mencionar la 
definición consagrada en el artículo 64 del Código Civil así: 



 

 

“FUERZA MAYOR O CASO FORTUITO Se llama fuerza mayor o 
caso fortuito el imprevisto o que no es posible resistir, como un 
naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de 
autoridad ejercidos por un funcionario público, etc.”. 

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 20 de noviembre de 1989 
señaló lo siguiente: 

 

‘(…) se tiene que según el artículo 1 de la Ley 95 de 1890, la fuerza 
mayor o caso fortuito se configura por la concurrencia de dos 
factores: a) que el hecho sea imprevisible, esto es, que dentro de 
las circunstancias normales de la vida, no sea posible contemplar 
por anticipado su ocurrencia. Por el contrario, si el hecho 
razonablemente hubiera podido preverse, por ser un 
acontecimiento normal o de ocurrencia frecuente, tal hecho no 
estructura el elemento imprevisible; y b) Que el hecho sea 
irresistible, o sea, que el agente no pueda evitar su acaecimiento ni 
superar sus consecuencias. En este preciso punto es indispensable 
anotar la diferencia existente entre la imposibilidad para resistir o 
superar el hecho y la dificultad para enfrentarlo. Porque un hecho 
no constituye caso fortuito o fuerza mayor, por la sola circunstancia 
de que se haga más difícil o más onerosa de lo previsto 
inicialmente. 7. Según el verdadero sentido o inteligencia del 
artículo 1º de la Ley 95 de 1890, los elementos integrantes del caso 
fortuito o fuerza mayor, antes reseñados, deben ser concurrentes, 
lo cual se traduce en que si el hecho o suceso ciertamente es 
imprevisible pero se le puede resistir, no se da tal fenómeno, como 
tampoco se configura cuando a pesar de ser irresistible pudo 
preverse. De suerte que la ausencia de uno de sus elementos 
elimina la estructuración del caso fortuito o fuerza mayor.  

(…) 

8. Sí solo puede calificarse como caso fortuito o fuerza mayor el 
hecho que concurrentemente contemple los caracteres de 
imprevisible e irresistible, no resulta propio elaborar un listado de 
los acontecimientos que constituyen tal fenómeno, ni de los que no 
lo constituyen. Por tal virtud, ha sostenido la doctrina nacional y 
foránea que un acontecimiento determinado no puede calificarse 
fatalmente, por si mismo y por fuerza de su naturaleza específica, 
como constitutivo de fuerza mayor o caso fortuito, puesto que es 
indispensable, en cada caso o acontecimiento, analizar y ponderar 
todas las circunstancias que rodearon el hecho. (…)”. 

En conclusión, esta Superintendencia ejerce  competencia a prevención lo que 
implica que el demandante tiene la posibilidad de escoger el Juez competente, es 



 

 

decir, puede escoger entre promover la demanda ante la Superintendencia de 
Industria y Comercio o hacerlo ante los Jueces Civiles, quienes deberán valorar y 
calificar la procedencia o no de la causal de exoneración de responsabilidad de la 
garantía por fuerza mayor o caso fortuito para el productor o expendedor que la 
haya alegado dentro del proceso, demostrando el nexo causal entre esta y el 
defecto del bien. 

Segundo interrogante 

“Los mismos interrogantes para el artículo 22 de la ley en comento, cómo 
legalmente se aplicarían para establecer la certeza jurídica de los hechos de fuerza 
mayor y caso fortuito?” 
 
Respuesta: 
 
El artículo 22 de la Ley 1480 de 2011 dispone lo siguiente: 
 

“EXONERACIÓN DE RESPONSABILIDAD POR DAÑOS POR 
PRODUCTO DEFECTUOSO. Solo son admisibles como causales 
de exoneración de la responsabilidad por daños por producto 
defectuoso las siguientes: 
 
1. Por fuerza mayor o caso fortuito; 
 
(…)” 

Ahora bien, el artículo 58 de la Ley 1480 de 2011 dispone lo siguiente: 

“Los procesos que versen sobre violación a los derechos de los 
consumidores establecidos en normas generales o especiales en 
todos los sectores de la economía, a excepción de la 
responsabilidad por producto defectuoso y de las acciones de 
grupo o las populares, se tramitarán por el procedimiento verbal 
sumario, con observancia de las siguientes reglas especiales: 
 
1. La Superintendencia de Industria y Comercio o el Juez 
competente conocerán a prevención. 
 
La Superintendencia de Industria y Comercio tiene competencia en 
todo el territorio nacional y reemplaza al juez de primera o única 
instancia competente por razón de la cuantía y el territorio. 
 
(…)” 
(Subrayas fuera de texto) 

 
 



 

 

En consecuencia, esta Superintendencia no es competente para decidir sobre la 
procedencia de las causales de exoneración de responsabilidad por daños por 
producto defectuoso por lo que, la competencia únicamente le corresponde a los 
jueces de la República. 
 
Finalmente le informamos que algunos conceptos de interés general emitidos por la 
Oficina Jurídica, así como las resoluciones y circulares proferidas por ésta 
Superintendencia, las puede consultar en nuestra página web 
http://www.sic.gov.co/drupal/Doctrina-1  
 
En ese orden de ideas, esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, 
reiterándole que la misma se expone bajo los parámetros del artículo 28 de la Ley 
1437 de 2011, esto es, bajo el entendido que la misma no compromete la 
responsabilidad de esta Superintendencia ni resulta de obligatorio cumplimiento ni 
ejecución.  
 
 

Atentamente,  

 

 

JAZMIN ROCIO SOACHA PEDRAZA 
JEFE OFICINA ASESORA JURÍDICA  
 
Elaboró: Carolina García 
Revisó: Jazmín Rocío Soacha 
Aprobó: Jazmín Rocío Soacha 
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